
El campo de análisis

En esta presentación se adoptará como universo de referencia el conjunto de los
servicios públicos cuya producción y suministro depende de redes, incluidas las
de naturaleza electrónica: suministro de energía (electricidad y gas), agua pota-
ble y saneamiento, transporte (urbano metropolitano específicamente) y tele-
comunicaciones así como otros servicios de información y comunicación basa-
dos en la electrónica1.

En la definición y conceptualización de los servicios públicos subyacen,
simultánea o separadamente, elementos de carácter jurídico y por consiguiente
político, y otros que remiten a su naturaleza económico-social.

En cuanto a lo primero, se trata de la forma en que determinadas normas
jurídicas otorgan a instancias estatales específicas, facultades relacionadas con la
producción y aprovisionamiento de determinados servicios a los cuales al mis-
mo tiempo les atribuyen el carácter de ‘públicos’ haciendo referencia a que su
disponibilidad reviste ‘interés general’.

Desde luego, los contenidos reguladores concretos a través de los que se
traduce la idea de interés general o público, admiten grandes variaciones y
constituyen, precisamente, un componente central en el desarrollo de diferen-
tes modelos de producción y suministro. Esto último es muy importante, por-
que si bien podemos asumir que las normas jurídicas expresan y formalizan re-
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laciones sociales, a la inversa, como mínimo operan también como elementos
constitutivos de relaciones, prácticas sociales, como medio de legitimación de
tales relaciones o prácticas; como recursos interpretativos de situaciones, rela-
ciones y prácticas sociales. En particular, son elementos constitutivos de las re-
laciones de propiedad, un tema central en el ámbito de los servicios públicos2.

En cuanto a la naturaleza económica social de los servicios públicos, sin
duda existen teorías en competencia. Del lado de la economía neoclásica, el ar-
senal analítico remite a conceptos como ‘monopolios naturales’, ‘externalidades’
y ‘bienes públicos’ ‘puros’ e ‘impuros’. Del lado de la economía política marxis-
ta y neomarxista, aparecen como claves interpretativas los conceptos de ‘condi-
ciones generales de la producción’, ‘condiciones generales de reproducción de
la fuerza de trabajo’ y ‘medios de consumo colectivo’.

Sin negar la presencia, hasta cierto punto, de condicionantes materiales
relacionados con la tendencia a arreglos monopólicos, resulta fundamental la
intuición presente en los conceptos derivados de la economía política. Esta
consiste en apuntar al hecho de que los servicios públicos, a diferencia de otros
bienes y servicios (como es el caso de la enorme mayoría de los insumos pro-
ductivos) operan como condiciones generales de las actividades económicas, al
mismo tiempo, como componentes básicos y generalizados del consumo repro-
ductivo; su suministro posee sentido económico-político en la medida que pue-
da ser organizado para un colectivo de usuarios territorialmente aglomerado.

Sin duda, esta doble naturaleza de los servicios públicos, determina que
más allá del grado en que legal o fácticamente se les reconozca como necesidad
social en la esfera del consumo, ya sea que estén suministrados por el sector pú-
blico bajo diferentes modalidades, por empresas privadas, o a través de organi-
zaciones de los propios usuarios (cooperativas, financiamiento y apropiación
colectiva por habitantes de enclaves habitacionales, p.e.), han sido siempre su-
ministrados, típicamente, como mercancías sui generis a través de contratos sus-
critos entre el prestador y cada usuario o de contratos ‘implícitos’, como en el
caso de los sistemas de transporte colectivo.

Esta doble naturaleza, parece explicar, en gran medida, las endémicas y cí-
clicas fallas tanto del mercado como
del Estado en su producción y su-
ministro, sujetos persistentemente a

consideraciones y supuestos sumamente variados y externos a la lógica del mer-
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cado: papel estratégico en el desarrollo nacional, soberanía, necesidad social,
protección de recursos naturales.

Hasta cierto punto, están en una situación que se mueve en vinculación
con el desarrollo de tecnologías, sujetos a condicionantes materiales (en gene-
ral relacionadas con costos y racionalidad económica y no necesariamente con
límites naturales) que propician su prestación en condiciones monopólicas. Y,
por otro lado, poseen una fuerte capacidad estructurante respecto del espacio
urbano; constituyen un componente central de su producción y de las modali-
dades que la misma adopta3.

Los servicios públicos en el marco del Estado contenedor
y la economía mixta

La evolución reciente de los servicios públicos en América Latina se presenta
bajo el trasfondo de un paradigma absolutamente dominante hasta los años se-
tenta: el del Estado-nación como contenedor de la sociedad. En este contexto
se consolidó, a su vez en la región, el paradigma de producción y aprovisiona-
miento de infraestructuras y servicios públicos, en el marco del modelo econó-
mico de inspiración keynesiana conocido como ‘economía mixta’.

Al igual que la producción y abastecimiento de bienes para el mercado
interno, la producción y suministro de servicios públicos tendió a ajustarse
a un paradigma estatal-nacional que tuvo como supuestos la centralización
de las decisiones y la interiorización; el control nacional tanto de las condi-
ciones generales de la producción como de las condiciones de vida de la po-
blación.

Se trataba de un modelo que tenía como supuesto fundamental actores
nacionales o que en caso de no ser nacionales, de todos modos, habrían de es-
tar subordinados a un único orden jurídico garantizado por el poder estatal-na-
cional. Los actores transnacionales o multinacionales debían respetar reglas de
juego establecidas por el Estado-nación dentro de cuyo territorio operaban o
con el cual interactuaban, mientras que los actores locales sólo entraban de mo-
do marginal en el marco de referencia.

Tanto los servicios públicos, basados en redes de infraestructura, como los
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servicios sociales, eran asumidos como palancas del modelo nacional de desa-
rrollo: vehículos de articulación del territorio y de la población. Como es sabi-
do este modelo supuso en América Latina grados notables de concentración te-
rritorial y de distribución territorial desigual de las infraestructuras.

En el contexto de un modelo de desarrollo, basado en la industrialización
por sustitución de importaciones, la expansión del mercado interno y un Esta-
do que se suponía debía conducir y no sólo promover el proceso de acumula-
ción, además, hacerse cargo de diversos componentes de la reproducción de la
población, el panorama resultante respecto a las redes de infraestructura y los
servicios públicos y sociales en general, era el siguiente:

- Servicios públicos domiciliarios producidos y suministrados por empresas
monopólicas de propiedad pública, aunque con grados diversos de centra-
lización. La trayectoria general fue de la provisión y suministro privado,
por capitales nacionales o extranjeros, a la nacionalización y los monopo-
lios públicos nacionales, regionales o municipales4. La creación de estas
empresas públicas respondió en su momento a consideraciones plausibles
en el contexto de ‘proyectos de desarrollo nacional’.

- Servicios municipales. Normalmente aquellos que no requieren de gran-
des infraestructuras. Tendieron a asumir un carácter residual: los munici-
pios se hacían cargo de aquellos servicios que dentro del paradigma domi-
nante, no eran asumidos como de impacto significativo en el desarrollo
nacional: alumbrado público, recolección de residuos, mantenimiento de
espacios públicos.

- Servicios sociales. Su aprovisionamiento se organizó bajo premisas univer-
salistas –nunca cabalmente realizadas-, cuyo punto de arranque fue la
conformación de sistemas de educación pública básica, basados en la gra-
tuidad y la obligatoriedad. Los rasgos comunes que caracterizaron a los
sistemas desarrollados en América Latina fueron: centralismo, extensión
de la seguridad social limitada a ciertas categorías, ausencia de focaliza-
ción, fragmentación o sectorialización del sistema, avances de la cobertu-
ra que implicaban atender primero a las capas y grupos sociales más orga-
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nizados5.

- Servicios de comunicación e información. Básicamente telefonía, correo,
radio y televisión. El Estado se reservaba, y estaba en general en condicio-
nes de hacerlo, amplias atribuciones no sólo de regulación sino también
de control y producción. Así, además del monopolio público del correo y
de la telefonía, el Estado contaba normalmente con emisoras de propie-
dad pública y tendía a ejercer un fuerte control sobre los mensajes emiti-
dos por las de propiedad privada.

La evolución de los monopolios públicos y los servicios por ellos suministrados
para los años ochenta, aunque con ciertas excepciones, presentaba un panora-
ma caracterizado de modo generalizado por los siguientes rasgos: 

- Se trataba de empresas ineficientes y sumamente gravosas para el erario
público.

- Generaban déficits, a veces enormes, debido tanto a la deficiente y mu-
chas veces corrupta administración de los recursos, como a la aplicación
desordenada de subsidios, en el marco de formas perversas de politización
del acceso, los contratos, la gestión y las relaciones laborales.

- Rezago tecnológico e incapacidad para extender la cobertura de acuerdo
con la ampliación de la demanda.

El colapso del modelo

En los años ochenta, en América Latina, el inicio de la reestructuración econó-
mica y la reforma del Estado fueron concebidas como parte de un proceso de
ajuste estructural vinculado a un proceso mundial de reestructuración capita-
lista. En los años noventa se hizo ostensible que el curso tomado por estos pro-
cesos implicaba una ruptura radical con el paradigma que había estado vigente
hasta los años setenta. 

La llamada reforma del Estado y su componente central, la privatización
del sector público productor de bienes y servicios ha tenido, como una de sus
condiciones fundamentales, la crisis económica experimentada por las econo-
mías latinoamericanas hacia comienzos de la década del ochenta. Como es sa-
bido, dicha crisis tuvo, como detonador, la interrupción del flujo de capital ex-
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terno derivada del aumento en las tasas internacionales de interés, la caída en
los precios del petróleo y, en general, de las materias primas latinoamericanas,
es decir, una abrupta crisis del sector externo y, particularmente, del endeuda-
miento externo.

En rigor, el proceso de reestructuración capitalista iniciado en los países
de capitalismo avanzado, como respuesta a la crisis experimentada por las eco-
nomías desarrolladas a mediados de la década del setenta, se expresó en Améri-
ca Latina como un cambio drástico en el entorno internacional de las econo-
mías latinoamericanas para los años ochenta.

Convertidos, en virtud de las nuevas condiciones, en deudores insolven-
tes, los Estados latinoamericanos debieron afrontar la gestión de una crisis que,
a diferencia de otras anteriores, puso en cuestión la viabilidad de los modelos
de desarrollo basados en la llamada economía mixta que suponía una fuerte
participación directa del Estado en la producción de bienes y servicios.

El cuestionamiento del modelo, si bien contó y cuenta con un basamen-
to doctrinario e ideológico, con referentes institucionales globales especialmen-
te el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, en principio tuvo pa-
ra los Estados latinoamericanos un carácter totalmente práctico. La magnitud
de la deuda externa, la insolvencia para afrontarla, la fuga de capitales y la re-
cesión económica, hicieron inmanejable la persistencia de un modelo que, en-
tre otras cosas, hubiera requerido la continuidad del flujo internacional de ca-
pitales sujeta, a su vez, a la exigente aplicación de políticas que suponían rom-
per con las bases fundamentales de la economía mixta.

Sin embargo, las grandes transformaciones en las formas de regulación,
producción y suministro de las infraestructuras y servicios públicos, comenza-
ron a ser adoptadas en los años noventa, una vez que las políticas de ajuste es-
tructural habían preparado el camino para ello, entre otras cosas a través del
desfinanciamiento de las empresas públicas6.

La orientación asumida por estas transformaciones sólo se hizo posible en
un contexto ya avanzado de globalización de las economías latinoamericanas,
en el que convergen la virtual desaparición de las fronteras, a los efectos de los
flujos de capital y los mercados financieros; la redefinición de la relación y los
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espacios respectivos de lo público y privado, del Estado y del mercado. De he-
cho, el contexto pasó de ser ‘externo’ a ser, en gran medida ‘global’, es decir
constituido por procesos y relaciones sociales que no están integradas en la po-
lítica del Estado-nación ni están determinadas (ni son determinables) a través
de ésta (Beck 1998:28).

El cambio de modelo y la aplicación de un nuevo paradigma

A pesar de todo esto, hablar a escala latinoamericana de ‘un’ modelo actual de
producción y gestión de infraestructuras y servicios públicos resulta, ostensible-
mente, forzado. Cuando se examinan, las distintas modalidades de producción
y gestión, se encuentran todavía amplias diferencias entre países y ciudades. En
todo caso, resulta pertinente referirse al ‘paradigma’ que de forma dominante
pero no exclusivamente, ha venido orientando la redefinición del papel del Es-
tado y de la empresa privada y la implantación de nuevos modelos de gestión
para la producción y suministro de servicios públicos.

Pensado en sus componentes centrales, este paradigma está integrado por
los siguientes supuestos:

- Los servicios públicos constituyen una condición fundamental de la pro-
ductividad y la competitividad económicas, su naturaleza es mercantil y
el capital privado puede producirlos con mayor eficiencia que el Estado.

- El Estado debe, a su vez, actuar como un regulador eficiente, habida cuen-
ta del carácter monopólico que tiende a caracterizar su producción y su-
ministro.

- Para ello, la regulación pública debe orientarse a garantizar la calidad de
los servicios y a que los aumentos de productividad se reflejen en los pre-
cios, de modo que contribuyan a la productividad y la eficiencia del con-
junto de la economía, protegiendo los intereses de los consumidores.

- La expansión de la cobertura y la modernización de los servicios públicos
resultará de la propia dinámica del capital privado, que en un contexto de
liberalización económica tenderá a bajar los costos de producción y a re-
ducir los precios.

- En función de lo anterior, la regulación pública deberá basarse en aplicar los
mecanismos requeridos para que las condiciones de operación de las empre-
sas productoras se asemejen a las de competencia económica: abrir el merca-
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do en las áreas donde ello sea posible, establecer cláusulas de productividad,
acordar metas de inversión, regular las tarifas en función de los costos, etc.

Estos supuestos, aunque no son invocados explícitamente en estos términos, es-
tán presentes como fundamento de la privatización, en las recomendaciones
que el Banco Mundial dirige a los gobiernos en relación con el sentido y las
condiciones de los procesos de privatización así como en los argumentos que
esgrimen publicaciones como The Economist cuando analiza los procesos de
privatización de servicios públicos en América Latina y otras regiones. Por otro
lado, coinciden, en términos generales, con la doctrina privatizadora asumida
por los gobiernos neo-conservadores en Estados Unidos y Gran Bretaña7.

Los cuatro países latinoamericanos donde más han avanzado los procesos
de privatización de servicios públicos, son Argentina, Brasil, Chile y México.
Argentina y Chile, son dentro de este grupo, los países en donde se han dado
los procesos más generalizados de privatización; Brasil ha seguido el mismo ca-
mino más recientemente y México no ha continuado al mismo ritmo que en la
primera mitad de los noventa, debido a las condiciones políticas que limitaron
la implantación de las reformas constitucionales requeridas para privatizar, por
ejemplo, el sector eléctrico8. En lo que respecta a las grandes metrópolis, Bue-
nos Aires es el caso de aplicación más generalizada del modelo. 

Los dos sectores donde la privatización ha avanzado de modo más gene-
ralizado, son el de la energía (electricidad y gas) y telecomunicaciones o, más
en general, el sector de los servicios de comunicación e información. La priva-
tización se ha dado de modo más desigual en los ámbitos del agua, del sanea-
miento y en el transporte colectivo. En principio, esto puede atribuirse a que
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7 De acuerdo con Barnekov, Boyle y Rich, la doctrina privatista adoptada por los gobiernos neo-conser-
vadores en Estados Unidos y Gran Bretaña, abarca un conjunto distintivo de expectativas acerca de las
funciones sociales y las responsabilidades de las empresas privadas y las burocracias públicas, los merca-
dos y las políticas públicas. Estas expectativas se apoyan en el supuesto de que el sector privado es inhe-
rentemente dinámico, productivo y responsable; la creencia de que las instituciones privadas son intrín-
secamente superiores a las públicas para el suministro de bienes y servicios; y la confianza en que la efi-
ciencia del mercado es el criterio apropiado del desempeño social en virtualmente todas las esferas de ac-
tividad (Barnekov Boyle y Rich 1989: 1) 
Citando a otros analistas, estos mismos autores sostienen que las iniciativas de privatización adoptadas
tanto en Estados Unidos como en Gran Bretaña durante los años ochenta adoptaron distintas modali-
dades: la eliminación de una función pública o su transferencia al sector privado; el traslado de la pro-
ducción y suministro de bienes y servicios del sector público al sector privado manteniendo el financia-
miento público; la venta de activos tales como tierras públicas, infraestructuras y empresas públicas; y la
desregulación o remoción de controles sobre la producción privada de bienes y servicios (p. 3)

8 En febrero de 1999 la intención de privatizar el sector eléctrico fue hecha pública por el secretario de
energía, véase, The Economist, “Mexico rewiring”, 1-8 de mayo, 1999.



los dos primeros son responsabilidad de los gobiernos nacionales, en tanto que
en los segundos ha sido más habitual que la responsabilidad esté compartida
entre diferentes órdenes de gobierno o situada en el nivel local. Pero, además,
en ambos grupos se plantean problemáticas diferentes y, en el caso del trans-
porte urbano, se trata de un sector donde o bien coexistían previamente empre-
sas públicas y agentes privados o sólo participaban estos últimos.

En Buenos Aires, tanto la oferta pública de transporte como la de agua y
saneamiento, estuvo a cargo de entidades de jurisdicción nacional, sin embar-
go ofreció sendos ejemplos de privatización en estas áreas (véase Pírez 1998).

La evaluación de los resultados de los procesos de privatización de servi-
cios públicos, depende en parte del modo en que se formule el problema. Si se
parte de los supuestos del paradigma que orienta el proceso, ciertos resultados
parecen abonar las tesis de la eficiencia del sector privado e, incluso, la de que
el aumento de la productividad incidirá positivamente en los precios. Sin em-
bargo, es necesario tener en cuenta que los márgenes existentes para abatir cos-
tos y mejorar la productividad han sido muy amplios, en algunos casos desme-
surada ineficiencia de las empresas públicas, en otros el proceso de privatización
estuvo sujeto a condiciones tendientes a facilitar resultados positivos para que
los prestadores privados pudieran obtener beneficios rápidamente.

El caso del agua potable y alcantarillado en Buenos Aires es ilustrativo a
este respecto. El servicio fue concesionado en 1992, por 30 años, a un consor-
cio argentino-europeo encabezado por Lyonnaise des Eaux. En el área abarca-
da por la concesión, viven 9 millones de personas, de las cuales algo menos de
70% estaban servidas por la red de agua potable y el 58% por la de drenaje. El
concesionario se comprometió a invertir 4,000 millones de dólares a lo largo de
todo el período de la concesión y a conectar más usuarios a las redes. 

Hasta diciembre de 1996, la empresa había invertido casi 800 millones de
dólares, una cifra superior a la invertida durante muchas décadas por Obras Sa-
nitarias de la Nación, la empresa pública que estaba anteriormente a cargo del
servicio, y la capacidad de producción de agua se incrementó en un 35% (Fon-
tana 1997: 355). Por otro lado, la empresa logró convertir estos dos servicios
en un negocio rentable. En 1995, obtuvo beneficios netos de 52 millones de
dólares, sobre ingresos de 355 millones. Estos resultados fueron producidos por
la conjunción de la relación tarifas-costos cercana a uno existente antes de la
concesión; un aumento de tarifas del 8% efectuado por el gobierno antes de li-
citar el servicio; la mejora de la productividad de la empresa, consistió en una
reducción del 43% en la planta de empleados; y una política agresiva de recau-
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dación, la cual pasó del 82% al inicio de la concesión a 97% a fines de 1996
(Fontana 1997: 356, The Economist, 24-02-96).

Otra área en donde es posible esgrimir que algunas de las premisas del
modelo se han verificado, en principio, es el de las telecomunicaciones. A dife-
rencia de los servicios de agua y saneamiento y el transporte urbano, en los cua-
les el cambio tecnológico no ha modificado en lo fundamental la naturaleza de
los problemas a resolver ni de los servicios mismos, en el mundo de la comuni-
cación y la información se ha producido una verdadera revolución:

- En los sistemas de comunicación lo que se observa no es simplemente el
efecto de procesos de globalización, entre ellos los correspondientes a la
globalización del capital, sino que ellos mismos constituyen un vehículo
fundamental de la globalización.

- Su transformación ha implicado el desarrollo de nuevos sistemas y medios
y la convergencia en parte actual y, en parte previsible, para el futuro in-
mediato de esferas y medios que operaban separadamente, posibilitada
por la tecnología e impulsada por estrategias de acumulación en el sector:
telefonía/internet, televisión local/televisión por cable/televisión satelital/
internet y en el futuro probablemente la convergencia plena del conjunto
de los medios de comunicación e información (véase Clark, et al 1998).
Los capitales que se reproducen a través de los medios de comunicación e
información electrónica se han posicionado y fusionado en función de la
evolución de la tecnología y las oportunidades de acumulación que la mis-
ma ofrece9.

- La privatización de los sistemas de telefonía fija, es decir de las empresas
públicas nacionales o regionales, viene acompañada del desarrollo de nue-
vos medios que nacieron en América Latina en la esfera privada como la
telefonía móvil, el cable y los sistemas satelitales de televisión.

- Las tecnologías desarrolladas y en desarrollo posibilitan en cierta medida
la competencia, la cual además se apoya en la diferenciación de produc-
tos. El servicio tradicional de telefonía fija, ha pasado a ser, aunque con-
tinúa siendo un componente central, sólo una modalidad básica dentro
de una gama cada vez más amplia de servicios.
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nomist, “AOL Time Warner. The net gets real”, 15-21 de enero 2000.



En este marco, los supuestos relacionados con la vigencia del Estado contene-
dor resultan obsoletos. En ninguna parte, salvo muy contadas y cada vez más
anacrónicas excepciones, los Estados nacionales pretenden, ni podrían, asumir
que su papel consiste en regular los flujos de comunicación e información. En
particular, en América Latina renunciaron a los fracasados intentos de concu-
rrir con medios públicos en la esfera de la comunicación (los canales públicos
de televisión fueron privatizados) y optaron, de modo generalizado, por que la
modernización de las comunicaciones se diera por la vía de la privatización.

En todo caso, resulta llamativa la fuerte convergencia en el conjunto de
países en los que las empresas telefónicas fueron privatizadas en los años noven-
ta, como Argentina, Brasil, Chile y México. Los nuevos operadores privados
adquirieron los activos pertenecientes a las empresas de propiedad estatal y ope-
ran como monopolios legales o, de facto, a escala nacional o regional en las co-
municaciones internas, aunque el esquema adoptado permite la participación
de otras empresas en el mercado de las comunicaciones internacionales. Tanto
en Argentina como en México, los entes reguladores fueron creados con poste-
rioridad al proceso de privatización.

La escala de negocios implicada en la esfera de las telecomunicaciones se
refleja de modo contundente en algunos datos relacionados con Teléfonos de
México, parte actualmente del grupo Carso, el más importante de origen na-
cional. Las acciones de Telmex representan el 30% del valor de las acciones co-
tizadas en la bolsa mexicana, la empresa controla el 75% del mercado de larga
distancia y 95% de las líneas fijas y otras empresas del grupo atienden el 80%
de los usuarios de teléfonos móviles y la empresa de televisión por cable. 

En todos los casos, la privatización fue el vehículo para una moderniza-
ción de las telecomunicaciones que las empresas de propiedad estatal no habían
emprendido o sólo lo habían hecho parcialmente, a pesar de que al menos en
el caso de México, la telefonía era ya un negocio sumamente rentable antes de
su privatización. En todos los casos, se manifiesta un rápido crecimiento de las
líneas en operación: en 1990 Argentina contaba con 9.6 líneas fijas por cada
100 habitantes; Chile, Brasil y México con alrededor de 6.5. Para 1999, Argen-
tina contaba con casi 20, Chile con más de 18, Brasil con 12 y México con al-
rededor de 10 líneas por cada 100 habitantes.

En conjunto, no es difícil entender por qué en esta esfera la privatización
no sólo ha venido acompañada de una ampliación de la oferta, un mejoramien-
to de los servicios e incluso, en algún caso, de la reducción de las tarifas. En pri-
mer término, se trata de un área en la que existía una amplia franja solvente de
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la demanda que estaba reprimida por la ausencia de oferta; no existen, por el
momento, límites a la ampliación de la demanda en un área donde los produc-
tos se diversifican y diferencian rápidamente; y el desarrollo tecnológico está re-
duciendo los costos en las áreas que en este ámbito se pueden considerar tradi-
cionales, como las líneas telefónicas fijas.

Si nos trasladamos ahora a la esfera de las implicaciones de la privatiza-
ción en el ámbito del consumo e incorporamos el modelo ‘social’, que las
acompaña, la cuestión se presenta de modo muy diferente. Otra vez, el ejem-
plo de la privatización del servicio de agua potable y alcantarillado en Buenos
Aires, permite ilustrar el punto. En este caso, la otra cara de la moneda se pre-
senta en torno al carácter problemático de la inclusión de los sectores popula-
res en un contexto de aumento de la pobreza y elevadas tasas de desempleo. Por
un lado se observa la defección de una fracción significativa de los nuevos usua-
rios –también para fines de 1996 se estimaba que 30% de los mismos habían
dejado de pagar- (Pírez 1998:220) y, por otro, el cuello de botella representado
por la distribución de los costos de la expansión de la red. 

“El principio fundamental de la expansión del servicio era una obligación
mutua entre el concesionario, que debía ampliar la red y conectar a nuevos
usuarios, y los clientes, que debían pagar una parte del costo del servicio”. El
costo de la expansión se repartiría del siguiente modo: el concesionario pagaría
la red primaria y el cliente la red secundaria y las conexiones individuales. El
analista del cual tomé esta última referencia señala que: “Esta estructura apa-
rentemente simple dejó de funcionar cuando debió confrontar el contexto eco-
nómico y social vigente en algunas de las zonas objeto de la expansión (Fonta-
na 1997:356).

El caso proporciona claros elementos en cuanto al tipo de resultados y de
efectos de la aplicación del paradigma privatista cuyos supuestos podemos reen-
contrar en el esquema seguido para otorgar la concesión.

- Con anterioridad a la concesión de los servicios, el posicionamiento de
facto del gobierno respecto de los mismos implicaba la aceptación del re-
zago en relación con la cobertura, y por consiguiente de la exclusión de
una parte significativa de la población.

- El esquema de privatización adoptado implicó la reducción del papel del
Estado al de instancia reguladora y, por consiguiente, a una redefinición
de lo que implica ‘interés público’, puesto que de hecho éste resulta redu-
cido a garantizar el cumplimiento del contrato, en condiciones plenamen-
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te mercantilizadas, entre el concesionario del servicio y los consumidores
del mismo.

- La privatización implica la redefinición del compromiso del Estado res-
pecto del acceso al servicio: el Estado se desembaraza de compromisos
presupuestales y, al mismo tiempo, se desentiende de los problemas deri-
vados de la existencia de una franja no incorporada de la población que
constituye, en parte, una demanda no solvente, sobre todo si de lo que se
trata es de costear la infraestructura.

- La privatización supone acabar con una forma de politización perversa de
la producción y suministro de un servicio público y, por otra, atribuir al
mercado, a través de una decisión de política, la gestión de una cuestión
que no por ello deja de estar atravesada por lo político.

Alternativas

¿Existen modelos alternativos al que viene impulsado por el paradigma de la
privatización? Tanto a escala latinoamericana como mundial, en lo que se refie-
re al conjunto de infraestructuras y los correspondientes servicios que forman
parte de lo que ahora se ha dado en llamar la ‘vieja economía’, se encuentra una
enorme variedad de arreglos y modelos de gestión. Que los mismos incluyan o
no la privatización depende de múltiples factores, entre ellos las condiciones
que guardaban los activos antes de la ola privatizadora, el peso representado en
las finanzas públicas por la prestación de los servicios, el grado de centraliza-
ción existente, el mayor o menor ímpetu privatizador de los gobiernos, relacio-
nado a su vez con la oportunidad política y los costos políticos de oportunidad,
entre otros.

Frente a la política de privatización generalizada, en un contexto de total
deterioro de las empresas públicas y de colapso de las finanzas públicas, ejem-
plificado por el caso argentino y Buenos Aires en particular, o un proceso de
privatización doctrinaria y relativamente ordenada, en el caso chileno, también
se pueden observar arreglos exitosos que responden a otra lógica. Por ejemplo,
la permanencia de empresas públicas que han logrado grados significativos de
eficiencia, como empresas públicas de Medellín, Colombia, o el sistema de
transporte público de Curitiba, Brasil, en donde se combina la prioridad asig-
nada al transporte colectivo con respecto al individual y una elevada capacidad
gubernamental de regulación de acuerdo con tal prioridad, con la participación
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de empresas privadas prestadoras del servicio.

En todo caso, entre las modalidades de gestión novedosas, dos parecen
destacarse: la representada por la perspectiva de la gerencia pública vinculada a
la propuesta del ‘sector público no estatal’, impulsada desde el Consejo Lati-
noamericano de Administración del Desarrollo, y las experiencias autogestio-
narias cuando han llegado a operar en una escala significativa, como en el caso
de Córdoba, Argentina.

La primera, cuyo principal atractivo consiste en el planteamiento de un
modelo destinado a la ampliación y redefinición de lo público, en rigor al ni-
vel de los servicios vinculados a redes de infraestructura, no ofrece una respues-
ta específica, pues los define como parte de la ‘producción de bienes y servicios
para el mercado’, en relación con la que se trata de fortalecer la capacidad re-
gulatoria del Estado (Morales 1998, Bresser Pereira y Cunill Grau 1998).

En lo que respecta a las experiencias autogestionarias, destaca el caso de
las Cooperativas de Obras y Servicios Públicos en Córdoba, donde a través de
dos modalidades de ‘organizaciones públicas no estatales’ formadas por vecinos
se construyó, entre 1984 y 1991, el 71% de las redes para distribución de gas
natural.

Se trata de experiencias que arrojan resultados materiales muy significati-
vos y proporcionan evidencias significativas respecto de cuestiones tales como
la problemática de la relación entre las cooperativas, las instancias gubernamen-
tales (en particular el municipio) y las empresas prestadoras de servicios; así co-
mo respecto de la difícil construcción de una membresía que además implique
participación en las decisiones relacionadas con el interés general.

Por otro lado, muestran también un interesante componente de intro-
ducción del principio de solidaridad, a través del reconocimiento de las dife-
rentes capacidades de pago a través de la diferenciación del sistema de cuotas,
“... combinando indistintamente en la planificación barrios donde predomi-
nan habitantes de ingresos medios –e incluso medios altos- con otros barrios
en los que la mayoría percibe ingresos bajos...” (Zilocchi 1998:169).

Por lo demás, una experiencia como esta pueda ser vista tanto en térmi-
nos de las innovaciones que implica con relación a la redefinición y reconstruc-
ción de la esfera pública, como una expresión del colapso de la capacidad del
Estado para suministrar los servicios públicos dentro de un modelo cuya viabi-
lidad dependía de un contexto que ya no existe.

Si el regreso al modelo estatal burocrático y centralizado propio de la ex-
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tinguida economía mixta, no constituye una alternativa, la participación del ca-
pital privado en la producción y suministro de servicios públicos, sólo puede
serlo en la medida que opere como un componente, entre otros, de dispositi-
vos más amplios orientados a la reconstitución de la esfera pública. Una esfera,
que por otra parte ya no puede ser concebida como equivalente al espacio y la
propiedad controladas por el Estado-nación. Al menos cuatro las dimensiones
que no pueden o no deberían ser excluidas del planteamiento de la problemá-
tica y la formulación de alternativas.

- La naturaleza socio-económica dual de los servicios públicos.
- El papel de los servicios públicos en la productividad económica y la pro-

ductividad de las metrópolis, en particular. En este sentido, la privatización
está haciendo posible que el suministro de servicios públicos, sobre todo los
relacionados con la comunicación y la información, se adapten con rapidez
a los requerimientos de los procesos y los actores económicos globalizados. 

- Pero, en las metrópolis latinoamericanas importantes segmentos de la ciu-
dad construida y de la que está en construcción, no han sido integrados
ni en un nivel adecuado a las infraestructuras y tecnologías no sólo del si-
glo XXI sino a las del siglo XIX. Las cuestiones de la inclusión y el acce-
so no pueden ser ignoradas como parte de la problemática ‘pública’ de los
servicios públicos, en particular si esto se plantea teniendo como referen-
te estructuras sociales que, en algunos casos, se acercan a la imagen de la
sociedad de los dos tercios pero invertida.

- La problemática de la producción y suministro de los servicios públicos
no puede ser reducida a la de la eficiencia, la productividad y los derechos
del consumidor, sino que comprende la naturaleza y orientación de la re-
gulación y el interés públicos, la ciudadanía y la participación e integra-
ción sociales.
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